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Amparo Indirecto 1492/2026
 AMPARO INDIRECTO

1492/2026

 AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

Zapopan, Jalisco, a las once horas con diez minutos 
del siete de octubre de dos mil veintiséis,, (fecha y hora 

señaladas por auto de veinticuatro de agosto de dos mil 

veintiséis), en el expediente relativo al juicio de amparo 

indirecto 1492/2026, promovido por  **** ******** ****** 

******** por propio derecho, en audiencia pública el juez 

Carlos Calderón Espíndola, titular del Juzgado Quinto de 

Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, quien 

actúa ante la fe de la secretaria que autoriza Jackeline Huerta 
Castañeda, con fundamento en el artículo 115 de la Ley de 

Amparo, declara abierta la audiencia constitucional fijada para 

este día y hora, sin asistencia personal de las partes. 

ABIERTA LA AUDIENCIA: La secretaria da lectura a la 

demanda y hace una relación de las constancias que integran 

los autos; asimismo, hace constar y certifica: 

1. Que obran las constancias necesarias para emitir 

sentencia en este procedimiento;

2. Que las autoridades responsables fueron llamadas al 

procedimiento constitucional y rindieron sus respectivos 

informes justificados;

3. Que no existe medio de convicción respecto del cual deba 

ordenarse su preparación de forma previa a la celebración 

de la presente audiencia; y

4. Que atento a la naturaleza del acto reclamado, no existe 

tercero interesado, pues no se configura alguno de los 

supuestos previstos por el artículo 5°, fracción III, de la 

Ley de Amparo. 
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5. Que la suscrita verifiqué el expediente y se encuentra 

debidamente integrado en términos de lo previsto por el 

artículo 115 de la Ley de Amparo. Conste.

EL JUEZ ACUERDA: Téngase por efectuada la relación 

de constancias realizada por la secretaria judicial adscrita.

ABIERTO EL PERIODO PROBATORIO: La secretaria da 

cuenta con las pruebas ofertadas por las partes.

EL JUEZ ACUERDA: Con fundamento en lo dispuesto 

por los artículos 119 y 124 de la Ley de Amparo, se tienen por 

recibidas y desahogadas en este acto las probanzas 

relacionadas por la secretaria judicial de la adscripción, atento a 

su propia y especial naturaleza. 

Ahora, sin más pruebas que recibir ni desahogar, se 

declara concluido el presente periodo.

ABIERTO EL PERIODO DE ALEGATOS: La secretaria 

hace constar que no existe escrito alguno que relacionar en ese 

sentido. 

EL JUEZ ACUERDA: Con fundamento en lo dispuesto 

por el artículo 231 del Código Nacional de Procedimientos 

Civiles, aplicado de manera supletoria a la Ley de Amparo, se 

tiene por perdido el derecho de las partes a formular 

alegatos, por lo que se declara cerrado dicho periodo. 

ACTO CONTINUO. Al no existir diligencia pendiente por 

desahogar, se procede a emitir la resolución que en derecho 

corresponda; y, 

V I S T O para resolver el juicio de amparo indirecto 

1492/2026, promovido por **** ******** ****** ********* por 

propio derecho, contra actos de:

1. Directivo Jurídico del Instituto de Pensiones del 
Estado de Jalisco;
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3

2. Director de Servicios Médicos del Instituto de 
Pensiones del Estado de Jalisco.

por considerarlos violatorios de los derechos 

fundamentales contenidos en los artículos 1°, 4° y 123 de la 

Constitución General de la República; y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Demanda. En escrito presentado el veintiuno 
de agosto de dos mil veintiséis, en el buzón judicial de la 

Oficina de Correspondencia Común a los Juzgados de Distrito 

en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, la parte 

quejosa aludida demandó el amparo y la protección de la 

Justicia Federal contra los actos de las autoridades 

mencionadas en el proemio de esta sentencia.

SEGUNDO. Trámite del juicio de amparo. Por razón de 

turno, correspondió a este Juzgado Quinto de Distrito en 

Materia Administrativa en el Estado de Jalisco conocer de la 

demanda de amparo, misma que se registró bajo el número de 

amparo 1492/2026, la cual se admitió en proveído de 

veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis; se requirió a las 

responsables su informe con justificación; y, finalmente, se 

otorgó la intervención que legalmente le corresponde a la 

representación Social de la Federación adscrita. 

TERCERO. Seguido el juicio por todos sus trámites 

legales, en esta propia data, tuvo verificativo la celebración de 

la audiencia constitucional en los términos a que se contrae el 

acta que antecede; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Quinto de 
Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, 

es competente para conocer del presente juicio, conforme a los 

artículos 103, fracción I y 107, fracción VII, de la Constitución 

General de la República; 35 y 37, último párrafo, de la Ley de 
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Amparo; 54 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación. 

SEGUNDO. Fijación del acto reclamado. A fin de colmar 

los extremos previstos por el artículo 74, fracción I, de la Ley de 

Amparo, se procede a identificar el acto reclamado a las 

autoridades señaladas como responsables, el cual se obtiene 

de un estudio minucioso a la demanda de amparo y sus 

anexos, pues es necesario analizar, interpretar y valorar todo lo 

expuesto por el peticionario de la acción de amparo, a efecto de 

obtener lo que el quejoso dijo o quiso decir, no solo lo que en 

apariencia manifestó por lo que deben armonizarse los datos 

que se deriven, inclusive, del informe con justificación; ello, se 

insiste, con la finalidad de determinar cuál es el acto que incide 

en la esfera jurídica del particular y que fundan el reclamo 

constitucional.

Con base en estas premisas, del análisis integral de la 

demanda de amparo, así como de las constancias que obran en 

el presente juicio, los actos reclamados en el presente juicio a 

las autoridades responsables, en el ámbito de su competencia, 

son:

a) El oficio DSM/***/2026 a través del cual se da a 

conocer el diverso DJ/****/2026 de veinticuatro de 

julio de dos mil veintiséis, por el que se niega a la 

quejosa la reincorporación de los servicios médicos, en 

términos del artículo 174, apartado a), fracción II del 

Reglamento General de Prestaciones, Derechos y 

Obligaciones de Afiliados y Pensionados de la 

Dirección de Pensiones del Estado.

TERCERO. Existencia del acto reclamado.  Son ciertos 

los actos reclamados al Directivo Jurídico; y, Director de 
Servicios Médicos, ambos del Instituto de Pensiones del 
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5

Estado de Jalisco, toda vez que así lo manifestaron al rendir 

su informe justificado (27040).

Sirve de apoyo la jurisprudencia que a continuación se 

transcribe:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él 
confiesa la autoridad responsable que es cierto el acto 
que se reclama, debe tenerse éste como plenamente 
probado, y entrarse a examinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de ese acto.” (Jurisprudencia 278, 
visible en la página 231, del Tomo VI, Materia Común, del 
Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917- 
2000).

CUARTO. Causales de improcedencia. Con 

fundamento en el normativo 62 de la Ley de Amparo se deben 

analizar las causales de improcedencia, lo aleguen o no las 

partes, al ser su examen una cuestión oficiosa, de orden 

público y de estudio preferente. 

 En el caso, al rendir su informe justificado las 

autoridades responsables Directivo Jurídico; y, Director de 
Servicios Médicos, ambos del Instituto de Pensiones del 
Estado de Jalisco,, refieren que se actualiza la causa de 

improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en 

relación con los diversos 1°, fracción I, y 5°, fracción II, de la 

Ley de Amparo, en virtud de que el acto reclamado no proviene 

de autoridad para efectos del juicio de amparo, ya que, según 

refiere, el Instituto solo actúo como ente encargado de la 

administración de la seguridad social, lo que constituye un 

derecho Laboral, por lo cual debe de ser sometidas a la 

decisión del Tribunal de Arbitraje y Escalafón  del Estado de 

Jalisco.

Para dar contestación a la causa de improcedencia en 

estudio, es pertinente tener a la vista los dispositivos legales en 

los que se fundamenta, los cuales, disponen:
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“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:

 (…) 

XXIII. En los demás casos en que la improcedencia 
resulte de alguna disposición de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, o de esta Ley.”

 “Artículo 1o. El juicio de amparo tiene por objeto 
resolver toda controversia que se suscite: I. Por normas 
generales, actos u omisiones de autoridad que violen los 
derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas 
para su protección por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como por los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte; 
(…)”

 “Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: 
(…) 

II. La autoridad responsable, teniendo tal carácter, 
con independencia de su naturaleza formal, la que dicta, 
ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, 
modifica o extingue situaciones jurídicas en forma 
unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse 
crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones 
jurídicas. 

Para los efectos de esta Ley, las y los particulares 
tendrán la calidad de autoridad responsable cuando 
realicen actos equivalentes a los de autoridad, que 
afecten derechos en los términos de esta fracción, y 
cuyas funciones estén determinadas por una norma 
general.”

De la interpretación de los numerales transcritos, se 

colige que, para los efectos del juicio de amparo, el concepto 

de autoridad responsable converge en establecer, que es 

aquella con independencia de su naturaleza formal, la que 

dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, 

modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y 

obligatoria.

Por otra parte, con relación a lo que se entiende como 

autoridad responsable para efectos del juicio de amparo, el 
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7

artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece:

“Artículo 103. Los Tribunales de la Federación 

resolverán toda controversia que se suscite: 

I. Por normas generales, actos u omisiones de la 
autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y 
las garantías otorgadas para su protección por esta 
Constitución, así como por los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte; 

II. Por normas generales o actos de la autoridad 
federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los 
Estados o la autonomía de la Ciudad de México, y

 III. Por normas generales o actos de las 
autoridades de las entidades federativas que invadan la 
esfera de competencia de la autoridad federal.”

Del anterior precepto, así como de los diversos 1º, 

fracción I, y 5º, fracción II de la Ley de Amparo, transcritos en 

párrafos previos, es dable inferir que la procedencia del juicio 

de amparo se encuentra supeditada a que los actos que se 

reclamen provengan de una autoridad, entendiéndose por tal, 

aquella que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto 

que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma 

unilateral y obligatoria; u omita el acto que de realizarse 

crearía, modificaría o extinguiría dichas situaciones jurídicas.

En esas condiciones, a través del juicio de amparo, 

únicamente es dable impugnar un acto que provenga de 

autoridad, o de un particular que actúa con el carácter de 

autoridad (con imperio), a fin de estar en aptitud de analizar los 

conceptos de violación de legalidad que se hayan aducido en 

su contra.

Es decir, la procedencia del juicio de amparo se 

encuentra supeditada, a que los actos que se reclamen 

provengan de una autoridad, entendiéndose por tal aquella 

que, con fundamento en una norma legal, dicta, ordena, 

ejecuta o trata de ejecutar el acto que crea, modifica o extingue 
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situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria; u omita el 

acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas 

situaciones jurídicas.

Al respecto, conviene tener presente que sobre la figura 

de “autoridad para efectos del juicio de amparo” el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo 

en revisión 1195/92, determinó que es aquella que emite actos 

unilaterales a través de los cuales crea, modifica o extingue por 

sí, o ante sí, situaciones jurídicas que afectan la esfera legal de 

los gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos 

judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado.

De modo que, es autoridad la que ejerce facultades 

decisorias que le están atribuidas en la ley y que, por ende, 

constituyen una potestad administrativa cuyo ejercicio es 

irrenunciable, al ser de naturaleza pública la fuente de tal 

potestad1

1 Consideraciones que dieron origen a la tesis aislada P. XXVII/97, visible en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, tomo V, febrero de 1997, página 118, registro 199459, que dispone: 
“AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS 
FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN 
ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES 
JURÍDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este Tribunal Pleno 
considera que debe interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece publicado en la página 
519 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, que es del 
tenor siguiente: ‘AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término 
«autoridades» para los efectos del amparo, comprende a todas aquellas personas que disponen de 
la fuerza pública en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en 
posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser 
pública la fuerza de que disponen.’, cuyo primer precedente data de 1919, dado que la realidad en 
que se aplica ha sufrido cambios, lo que obliga a esta Suprema Corte de Justicia, máximo 
intérprete de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios 
ajustándolos al momento actual. En efecto, las atribuciones del Estado mexicano se han 
incrementado con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho pasamos a un Estado social de 
derecho con una creciente intervención de los entes públicos en diversas actividades, lo que ha 
motivado cambios constitucionales que dan paso a la llamada rectoría del Estado en materia 
económica, que a su vez modificó la estructura estadual, y gestó la llamada administración 
paraestatal formada por los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, 
que indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya 
citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión de los 
gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la disposición directa 
que llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una norma legal pueden emitir 
actos unilaterales a través de los cuales crean, modifican o extinguen por sí o ante sí, situaciones 
jurídicas que afecten la esfera legal de los gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos 
judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que 
les están atribuidas en la ley y que por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio 
es irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza 
pública la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno considera que el criterio supracitado 
no puede ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que debe atenderse a las 
particularidades de la especie o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de establecer 
si a quien se atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, debe atender a la 
norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que afecten 
unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse mediante el uso de la fuerza 
pública o bien a través de otras autoridades.”
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9

Luego, en la jurisprudencia por reiteración de tesis 

164/20112 , sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, aprobada en sesión privada del 

siete de septiembre de dos mil once, se determinó que las 

notas que distinguen a una autoridad para efectos del juicio de 

amparo son las siguientes:

1) La existencia de un ente de hecho o de derecho que 

establece una relación de supra a subordinación con 

un particular;

2) Que esa relación tenga su nacimiento en la ley, lo que 

dota al ente de una facultad administrativa, cuyo 

ejercicio es irrenunciable, al ser pública la fuente de 

esa potestad; 

3) Que con motivo de esa relación emita actos 

unilaterales a través de los cuales cree, modifique o 

extinga por sí o ante sí, situaciones jurídicas que 

afecten la esfera legal del particular; y, 

4) Que para emitir esos actos no requiera acudir a los 

órganos judiciales, ni precise del consenso de la 

voluntad del afectado.

El Alto Tribunal y la doctrina constitucional han sostenido 

que en el Estado se dan, fundamentalmente, tres tipos de 

relaciones, a saber: las de supra a subordinación, la de 

supraordinación y las de coordinación.

 Supra a subordinación son las que descansan sobre 

una dualidad cualitativa subjetiva, o sea, que surgen entre dos 

entidades colocadas en distinto plano o posición, entre el 

2 El criterio en comento, se encuentra publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, novena época, tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 1089, registro 161133, de rubro y 
texto: “AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NOTAS DISTINTIVAS. 
Las notas que distinguen a una autoridad para efectos del juicio de amparo son las siguientes: a) 
La existencia de un ente de hecho o de derecho que establece una relación de supra a 
subordinación con un particular; b) Que esa relación tenga su nacimiento en la ley, lo que dota al 
ente de una facultad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser pública la fuente de esa 
potestad; c) Que con motivo de esa relación emita actos unilaterales a través de los cuales cree, 
modifique o extinga por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular; 
y, d) Que para emitir esos actos no requiera acudir a los órganos judiciales ni precise del consenso 
de la voluntad del afectado.”
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Estado como persona jurídico-política y sus órganos de 

autoridad, y el gobernado, por actuar los primeros en beneficio 

del orden público y del interés social. Este tipo de relaciones se 

caracterizan por la imperatividad, la coercitividad y la 

unilateralidad, lo cual supone la posibilidad legal de que la 

propia autoridad, u otras facultadas para ello, venzan cualquier 

tipo de resistencia que pudiera presentar el cumplimiento 

voluntario de los actos de autoridad correspondientes.  

Supraordinación, debe decirse que son las que se llevan 

a cabo entre los órganos del propio Estado, en las que éstos 

actúan en un plano de igualdad superior, por encima de los 

particulares. 

Coordinación son las entabladas entre sujetos que 

actúan en un plano de igualdad y bilateralidad, es decir, son los 

vínculos que se entablan con motivo de una variedad de 

causas entre dos o más sujetos físicos o morales dentro de su 

condición de gobernados, por lo que para dirimir sus 

diferencias e impedir que se hagan justicia por ellos mismos, se 

han instituido procedimientos jurisdiccionales a esos efectos.

Formuladas las precisiones que anteceden, es necesario 

analizar la naturaleza jurídica del Instituto de Pensiones del 
Estado de Jalisco.

En primer término, conviene tener presente que para los 

efectos del juicio de amparo son autoridades, en general, los 

órganos del poder público, superiores o inferiores, que por la 

ley que los instituyó están facultados para expedir 

prevenciones, órdenes o disposiciones que afectan de alguna 

manera a los particulares, ya en su conjunto, ya 

individualmente, así como los órganos encargados de cumplir 

esas disposiciones o de imponer su cumplimiento a los 

particulares, ya por sí mismos, ya con la intervención de otro 

órgano gubernativo; así, una autoridad determinada reviste la 
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11

calidad de responsable cuando alguien le atribuye un acto o 

una omisión que considera violatoria de derechos humanos.

Los organismos descentralizados serán considerados 

como autoridades cuando la ley que les da vida y regula su 

funcionamiento los faculta para ordenar o ejecutar por sí 

mismos el acto reclamado, sin que para ello tengan que 

auxiliarse de otra autoridad. Es decir, cuando las resoluciones 

que emite un organismo descentralizado deban 

necesariamente, por imperativo legal, ser acatadas por alguna 

autoridad estatal para hacerlas cumplir coercitivamente frente 

al particular, tales resoluciones asumen el carácter de actos de 

autoridad.

El Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, es un 

organismo descentralizado del Gobierno del Estado, como se 

desprende del artículo 148 de la Ley del Instituto de Pensiones 

del Estado de Jalisco, que es del tenor siguiente: 

“Artículo 148. El Instituto de Pensiones del Estado 
de Jalisco es un organismo público descentralizado del 
Poder Ejecutivo del Estado, con autonomía técnica y 
operativa, personalidad jurídica y patrimonio propio, con 
las atribuciones de servicio y de autoridad que esta Ley le 
concede para el cumplimiento de los fines de la seguridad 
social que le son confiados.”

En ese sentido, es conveniente precisar las facultades y 

el ámbito de ejercicio del Instituto de Pensiones del Estado de 

Jalisco, previstas en la mencionada Ley:

"Artículo 2. La presente Ley tiene por objeto:

 I. Garantizar las prestaciones y los servicios de sus 
afiliados, pensionados y beneficiarios, establecidas en la 
presente Ley, previo cumplimiento de los requisitos 
señalados para cada caso, bajo un régimen obligatorio y 
un régimen voluntario;

 II. Promover el cumplimiento efectivo del derecho a 
una vivienda digna, mediante el otorgamiento de créditos 
hipotecarios a sus afiliados, en los casos y con las 
condiciones definidas por este ordenamiento;
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 III. Definir, normar y establecer los requisitos, 
modalidades y condiciones de las prestaciones que se 
otorguen a los afiliados, así como sus derechos y 
obligaciones con relación al Instituto de Pensiones del 
Estado de Jalisco; y

 IV. Fijar las bases de organización y 
funcionamiento del organismo público descentralizado 
Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco.”

“Artículo 5. Las controversias entre el Instituto y las 
entidades públicas patronales serán resueltas por el 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.

 Para los efectos del párrafo anterior, en lo no 
previsto por esta Ley y sus reglamentos se aplicarán 
supletoriamente:

 I. La Ley de Justicia Administrativa del Estado; y 

II. El Código de Procedimientos Civiles del Estado 
de Jalisco.

 Las controversias entre el Instituto y sus afiliados, 
pensionados y beneficiarios serán resueltas por el 
Tribunal de Arbitraje y Escalafón del Estado de Jalisco, 
aplicándose supletoriamente, en lo no previsto por esta 
Ley y sus reglamentos, la Ley para los Servidores 
Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.”

 “Artículo 25. La organización y administración del 
sistema de seguridad social establecido en la presente 
Ley corresponde al organismo público descentralizado, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio, 
denominado Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco.

 Artículo 26. El sistema de seguridad social que 
establece esta Ley comprende un régimen obligatorio y 
un régimen voluntario, cuyas prestaciones se otorgarán 
exclusivamente en las formas y condiciones autorizadas 
por la propia Ley.

 Artículo 27. Las prestaciones y servicios que 
otorga el régimen de las entidades centralizadas, salvo 
pacto en contrario con la entidad pública patronal, son:

 I. Pensiones: 

a) Por jubilación; 

b) Por edad avanzada;

 c) Por invalidez; y 
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d) Por viudez y orfandad;

 II. Prestaciones económicas derivadas de la muerte 
del pensionado o del afiliado;

III. Préstamos: 

a) A corto plazo;

 b) Para la adquisición de bienes de consumo 
duradero; e 

c) Hipotecarios; 

IV. Arrendamiento y venta de inmuebles; 

V. Prestaciones sociales y culturales; y 

VI. Servicio médico a sus pensionados y 
beneficiarios.

Artículo 28. Son sujetos de afiliación al régimen 
obligatorio establecido por esta Ley, todos los servidores 
públicos de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial 
del Estado, y sus dependencias centralizadas 
respectivas.

 Artículo 29. Podrán ser afiliados bajo el régimen 
obligatorio de esta Ley: 

I. Los servidores públicos de los municipios del 
Estado de Jalisco;

 II. Los trabajadores de los organismos públicos 
descentralizados del Estado y de sus municipios;

III. Los trabajadores de organismos públicos 
autónomos por mandato constitucional; y

 IV. Los trabajadores de las empresas o 
asociaciones de participación estatal o municipal 
mayoritaria, cuyas relaciones de trabajo sean regidas por 
la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco 
y sus Municipios.

 El Consejo Directivo sólo aceptará la incorporación 
de las entidades públicas patronales mencionadas en las 
fracciones anteriores, siempre que no estuvieren o hayan 
estado incorporadas a un régimen de seguridad distinto y 
afilien a la totalidad de sus trabajadores; en todas las 
incorporaciones deberá cuidarse que no se ponga en 
riesgo la estabilidad financiera del Instituto.”

Conforme a los numerales transcritos, la Ley del 
Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco tiene por 
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objeto, entre otros, garantizar las prestaciones y los servicios 

de sus afiliados, pensionados y beneficiarios, establecidas en 

la Ley, previo cumplimiento de los requisitos señalados para 

cada caso, bajo un régimen obligatorio y un régimen voluntario.

El Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, es un 

organismo público descentralizado con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, es decir, el Instituto constituye un ente del 

Estado, independientemente de que su naturaleza formal sea 

de organismo descentralizado, pues forma parte de la 

administración pública estatal.

El Instituto cubre las contingencias y proporciona los 

servicios que se especifican a propósito de cada régimen 

particular (a saber, régimen obligatorio y régimen voluntario), 

mediante prestaciones en especie y en dinero, en las formas y 

condiciones previstas por la Ley del Instituto de Pensiones del 

Estado de Jalisco.

Así, el régimen obligatorio del Seguro Social comprende 

las I. Pensiones: a) Por jubilación; b) Por edad avanzada; c) 

Por invalidez; y d) Por viudez y orfandad; II. Prestaciones 

económicas derivadas de la muerte del pensionado o del 

afiliado; III. Préstamos; IV. Arrendamiento y venta de 

inmuebles; V. Prestaciones sociales y culturales; y VI. Servicio 

médico a sus pensionados y beneficiarios.

En el caso, el acto consistente en la negativa de 

reincorporar el servicio médico a la quejosa  **** ******** 

****** *******, quien a su vez es beneficiaria de los servicios 

médicos de progenitora  ****** *** ***** ******* *****, 

quien se encuentra afiliada al Instituto de Pensiones del Estado 

de Jalisco—, lo hizo bajo el ámbito de sus atribuciones 

marcadas en la propia Ley de Pensiones del Estado de Jalisco; 

de carácter unilateral acorde a su potestad administrativa; 

decisoria en cuanto a la materia que es de su estricta y única 

competencia; que modificó una situación jurídica ajena a la 
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relación laboral entre el servidor público y la dependencia 

relativa, como lo es tal prestación.3

Precisado lo anterior, es dable concluir que el Instituto de 

Pensiones del Estado de Jalisco, en la prestación del servicio 

público de seguridad social, está facultado para emitir actos 

que crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas de 

manera unilateral y obligatoria, como acontece en el caso, pues 

como se verá, se negó a afiliar a la quejosa para efecto de 

recibir atención médica en su institución.

Por lo tanto, el Instituto de Pensiones del Estado de 
Jalisco sí debe ser considerado como autoridad para los 

efectos del juicio de amparo, pues la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutoria que 

precedió a la jurisprudencia 117/20194 , consideró que las 

decisiones de carácter médico que emitan instituciones de 
seguridad social —como la aquí responsable— derivan de 

3 Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis P. XXVII/97, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo V, Febrero de 1997, página 118, registro 199459, de rubro y texto: AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE 
ORGANISMOS PUBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS 
UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES 
JURIDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este Tribunal Pleno 
considera que debe interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece publicado en la página 
519 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, que es del 
tenor siguiente: "AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término 
'autoridades' para los efectos del amparo, comprende a todas aquellas personas que disponen de 
la fuerza pública en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en 
posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser 
pública la fuerza de que disponen.", cuyo primer precedente data de 1919, dado que la realidad en 
que se aplica ha sufrido cambios, lo que obliga a esta Suprema Corte de Justicia, máximo 
intérprete de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios 
ajustándolos al momento actual. En efecto, las atribuciones del Estado Mexicano se han 
incrementado con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho pasamos a un Estado social de 
derecho con una creciente intervención de los entes públicos en diversas actividades, lo que ha 
motivado cambios constitucionales que dan paso a la llamada rectoría del Estado en materia 
económica, que a su vez modificó la estructura estadual, y gestó la llamada administración 
paraestatal formada por los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, 
que indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya 
citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión de los 
gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la disposición directa 
que llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una norma legal pueden emitir 
actos unilaterales a través de los cuales crean, modifican o extinguen por sí o ante sí, situaciones 
jurídicas que afecten la esfera legal de los gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos 
judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que 
les están atribuidas en la ley y que por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio 
es irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza 
pública la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno considera que el criterio supracitado 
no puede ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que debe atenderse a las 
particularidades de la especie o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de establecer 
si a quien se atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, debe atender a la 
norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que afecten 
unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse mediante el uso de la fuerza 
pública o bien a través de otras autoridades.

4 2020444
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una facultad administrativa, las cuales emergen de los propios 

especialistas en medicina y que son emitidas en un plano de 
supra a subordinación, en las que el gobernado se somete al 

imperio del instituto respectivo, en el sentido de que dichos 

actos son emitidos de manera unilateral modificando 

situaciones jurídicas que afectan la esfera de derechos del 

derechohabiente o beneficiario.

Así, en el caso de cuestiones relacionadas con la 

atención médica dijo, se constituye una nueva relación de 

naturaleza administrativa de supra a subordinación, porque 

para la emisión de esos actos no se necesita acudir a los 

órganos jurisdiccionales ni requieren el consenso del particular 

afectado.

Ello, conforme a las consideraciones de la ejecutoria del 

último de los precedentes que conformaron esa jurisprudencia, 

que en lo que interesa, dice:

“(…) Lo anterior, en virtud que la relación existente 
entre el organismo público descentralizado Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, y el asegurado o beneficiarios, al someterse a 
sus decisiones de carácter médico, lo dotan de una 
facultad administrativa; es así, en tanto que los actos 
que despliega son unilaterales, toda vez que derivan de 
los especialistas en medicina por medio de los cuales se 
modifican situaciones jurídicas que pueden afectar la 
esfera legal del particular; máxime que la emisión de 
actos de naturaleza médica no requieren de acudir a los 
órganos judiciales, ni precisan del consenso de la 
voluntad del afectado. 

Además, si bien es cierto que las prestaciones 
médicas tienen como fuente el vínculo de trabajo 
establecido entre el derechohabiente y la dependencia u 
organismo en la cual haya o esté laborando, también lo 
es que el surgido entre aquél y el Instituto de Seguridad 
Social constituye una nueva relación de naturaleza 
administrativa, la cual es de supra a subordinación, en la 
que el interesado como gobernado se somete al imperio 
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del Instituto de referencia, quien puede crear, modificar o 
extinguir ante sí o por sí la situación jurídica del 
derechohabiente o beneficiario.

 De esa manera, las conductas reclamadas al 
director general, director de Administración, director 
Médico, subdirector de Infraestructura y subdirector de 
Abasto de Insumos Médicos, así como al Delegado, Jefe 
de Servicios Médicos y Director en Funciones del Hospital 
Regional "****** ******** ** ** ****" de la Delegación 
Sinaloa, todos del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, consistentes en 
la omisión de la prestación del servicio médico y 
suministro de medicamentos, entrañan el ejercicio de 
facultades de decisión que constituyen una potestad 
administrativa, calidad que también tienen tales 
autoridades. (…)”

Luego, si en el caso, la materia del amparo tiene que ver 

con la negativa de reintegrar los servicios médicos a la quejosa 

**** ******** ****** *******, como es beneficiaria de los 

servicios médicos su progenitora  ****** *** ***** ******* 

*****, quien se encuentra afiliada al Instituto de Pensiones del 

Estado de Jalisco, es innegable que tales actos son 

susceptibles de combatirse a través del juicio de amparo, al 

constituir un acto unilateral, mediante el cual se extingue o 

modifica la situación derivada del otorgamiento de tal 

prestación, pues entraña el ejercicio de facultades de decisión 

que constituyen una potestad administrativa.

De ahí que, es infundada la causa de improcedencia que 

hacen valer las autoridades responsables, pues emitieron un 

acto administrativo de manera unilateral, que ha venido 

extinguiendo los derechos humanos de la parte quejosa 

reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, lo que implica que de manera unilateral se han 

emitido acciones con lo que se afectan los derechos 

fundamentales de la parte impetrante como son las 

prerrogativas de acceso a la salud; por lo que sí tiene el 

carácter de autoridad para efectos del juicio de amparo, de 
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conformidad con lo dispuesto por el artículo 5°, fracción II, de la 

ley de la materia.5

Al no existir diverso motivo de improcedencia 
propuesto por las partes ni advertirse uno que opere de 
oficio, se procede al estudio de fondo del asunto, en 
relación con la constitucionalidad del acto reclamado.

QUINTO. A continuación, se procede estudiar los 

conceptos de violación, cuya falta de transcripción no 

transgrede las normas legales que regulan el procedimiento en 

el juicio de amparo, de acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 

58/2010, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, Mayo de 

2010, página 830, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS 
SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del 

5 Sustenta lo expuesto, la tesis 2a./J. 61/2020 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 80, Noviembre de 
2020, Tomo II, página 1053, registro 2022348, de rubro y texto: “COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO CONTRA LA OMISIÓN O NEGATIVA DE UN INSTITUTO DE 
SEGURIDAD SOCIAL DE BRINDAR ATENCIÓN MÉDICA, HOSPITALARIA, QUIRÚRGICA Y SUMINISTRO 
DE MEDICINAS AL CÓNYUGE O BENEFICIARIO DE UN TRABAJADOR PENSIONADO. CORRESPONDE A 
UN TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 

Hechos: Diversos Tribunales Colegiados de Circuito se declararon legalmente 
incompetentes por razón de la materia para conocer de un recurso interpuesto contra 
actos de un Instituto de Seguridad Social, consistentes en la omisión o negativa de 
brindar atención médica, hospitalaria, quirúrgica y suministro de medicinas al cónyuge o 
beneficiario de un trabajador pensionado, pues mientras unos decidieron que el asunto 
era competencia de un Tribunal en Materia de Trabajo, otros resolvieron que 
correspondía conocer de éste a un Tribunal en Materia Administrativa.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que es competente el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa para 
conocer del recurso de revisión referido.

Justificación: Lo anterior, porque la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que para fijar la competencia por razón de la materia para conocer 
de un asunto, debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y de las autoridades 
responsables. En ese sentido, cuando en una demanda de amparo indirecto se reclame 
de un Instituto de Seguridad Social la omisión o la negativa de otorgar atención médica, 
hospitalaria, quirúrgica y suministro de medicinas al cónyuge o beneficiario de un 
trabajador pensionado, debe considerarse que si bien tales prestaciones médicas tienen 
como fuente el vínculo de trabajo establecido entre aquél y la dependencia u organismo 
público para la que laboró, lo cierto es que la relación que exista entre tal 
derechohabiente y un instituto de seguridad social, representa una nueva relación de 
naturaleza administrativa en la que éste ejerce facultades de decisión que constituyen 
una potestad administrativa, pues el asegurado como gobernado se somete a su imperio 
de autoridad, ya que puede crear, modificar o extinguir por sí o ante sí la situación jurídica 
del derechohabiente y de sus beneficiarios.”
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capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas 
generales", del libro primero "Del amparo en general", de 
la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el 
juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su 
caso, los agravios, para cumplir con los principios de 
congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 
principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos 
a debate, derivados de la demanda de amparo o del 
escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a 
los planteamientos de legalidad o constitucionalidad 
efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin 
introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. 
Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal 
transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador 
realizarla o no, atendiendo a las características especiales 
del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios 
de exhaustividad y congruencia se estudien los 
planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que 
efectivamente se hayan hecho valer.”

Se estima que debe concederse el amparo y protección 

de la Justicia de la Unión solicitados, por las consideraciones 

siguientes. 

En efecto, asiste razón jurídica a la parte quejosa en 

relación a que se transgreden sus derechos de acceso a la 

seguridad social y derecho a la salud, toda vez que al tener la 

calidad de beneficiaria de su progenitora, quien es empleada 

del Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, el artículo 172, 

apartado a), fracción II, del Reglamento General de 

Prestaciones, Derechos y Obligaciones de Afiliados y 

Pensionados a la Dirección de Pensiones del Estado, debe de 

considerarse como una cuestión cuantitativa mas no limitativa, 

dado que dicho numeral no contempla una prohibición para los 

que radican en el interior del Estado de permanecer afiliados a 

una Unidad Médica de Medica Familiar del Instituto de 

Pensiones ubicada en la zona Metropolitana, toda vez que es 

paciente cardiópata, con diagnóstico clínico de precolapso de 

la válvula mitral.
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A fin de acreditar lo anterior, en principio es necesario 

destacar que la parte quejosa señaló como acto reclamado, el 

oficio DSM/***/2026 a través del cual se da a conocer el 

diverso DJ/****/2026 de veinticuatro de julio de dos mil 

veintiséis, en el que se le da respuesta al escrito presentado 

por  ****** *** ***** ******* *****, trabajadora activo del 

Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, por el que 

solicitó se reincorpore a su hija **** ******** ****** *******, 

el servicio médico; toda vez que actualmente tiene dieciocho 

años y cursa la Licenciatura en Psicología en el Centro 

Universitario de la Costa de la Universidad de Guadalajara, en 

Puerto Vallarta; sin embargo, los fines de semana y periodos 

vacacionales se traslada a la zona Metropolitana de 

Guadalajara,

Cierto, en ese oficio, las autoridades responsable no 

accedieron a la solicitud de reincorporar el servicio médico de 

la ahora quejosa  **** ******** ****** *******, pues refirió 

que en términos del artículo 174, apartado a), fracción II del 

Reglamento General de Prestaciones, Derechos y Obligaciones 

de Afiliados y Pensionados de la Dirección de Pensiones del 

Estado, al tener la quejosa su domicilio en el interior del 

Estado, por tal motivo, la prestación de servicio se realizara 

mediante subrogación al Instituto Mexicano del Seguro Social o 

Seguro de Salud para estudiantes; aspecto que constituye una 

situación de incompatibilidad de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 154, fracción IV, del Reglamento General de 

Prestaciones, Derechos y Obligaciones de Afiliados y 

Pensionados de la Dirección de Pensiones del Estado.

Bajo ese contexto, este operador jurídico determina que a 

efecto de abordar el análisis del presente asunto, es necesario 

realizar un control ex officio de constitucionalidad del artículo 

174, apartado a), fracción II del Reglamento General de 
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Prestaciones, Derechos y Obligaciones de Afiliados y 

Pensionados de la Dirección de Pensiones del Estado.

Al respecto, es importante tomar en consideración que 

con motivo de la reforma constitucional de diez de junio de dos 

mil once, el artículo 1 constitucional consagró la existencia y 

protección de los derechos humanos o fundamentales en los 

siguientes términos:

“Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos 
se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al 
territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 
libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular 
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o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.”

El primer párrafo del artículo 1° de la Carta Magna 

incorpora como materia de protección por parte del Estado a 

los derechos humanos reconocidos por la misma y por los 

tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea 

parte, así como las garantías para su protección, 

entendiéndose por éstas todos los mecanismos, medios y 

procedimientos establecidos para lograr la efectiva salvaguarda 

de los derechos en cuestión.

Lo anterior, sienta las bases de dos principios 

fundamentales que rigen la interpretación de las normas 

relativas a los derechos humanos: (i) el de interpretación 
conforme, consistente en que dichas normas deberán 

interpretarse siempre de acuerdo con los postulados de la 

Constitución Federal y los tratados internacionales, en materia 

de derechos humanos; y, (ii) el principio pro homine (o pro 
personae), que conlleva la idea de que siempre deberá 

optarse por la interpretación de las normas relativas a los 

derechos humanos que resulte más favorable a la persona en 

su contexto más amplio. Es decir, implica la aplicación 

preferente del ordenamiento que contemple un mayor beneficio 

al gobernado respecto de sus derechos humanos.

Ahora, la obligación de respetar los derechos humanos 

que deriva de dicho párrafo no se limita a cierta clase de 

autoridades públicas sino a todas éstas en general, en el 

ámbito de sus respectivas competencias; además, que su 

actuación no debe sustraerse al simple respeto, sino a la 

promoción, protección y garantía de dichos derechos en la 

forma más amplia que lo permita el orden jurídico.
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En relación con los derechos humanos, al Poder Judicial 

de la Federación corresponde la responsabilidad que deriva del 

artículo 103, fracción I, de la Constitución, que establece:

“Artículo 103. Los Tribunales de la Federación 
resolverán toda controversia que se suscite: 

I. Por normas generales, actos u omisiones de la 
autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y 
las garantías otorgadas para su protección por esta  
Constitución, así como por los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte;…”.

Como se ve, si bien en principio los Tribunales de la 

Federación deben observar todas las conductas que en 

relación con los derechos humanos corresponden a cualquier 

autoridad; también lo es que, en atención a su ámbito especial 

de competencia, consistente en resolver toda controversia que 

se suscite por normas generales, actos u omisiones de la 

autoridad que violen los derechos humanos, tienen especial 

relevancia los actos consistentes en proteger y garantizar esos 

derechos.

En efecto, de conformidad con el precepto constitucional 

transcrito, ante la transgresión de los derechos humanos por 

parte de una autoridad, corresponde a los Tribunales de la 

Federación resolver la controversia que se suscite con motivo 

de dicha violación, actuación que conlleva la obligación de 

proteger y garantizar esos derechos, aspecto que 

indudablemente obliga a todos los agentes del Estado a 

procurar, garantizar y promover en mayor énfasis y medida la 

protección a los derechos fundamentales de los gobernados.

Asimismo, el propio tercer párrafo del artículo 1 

constitucional, establece que el respeto a los derechos 

humanos debe realizarse de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
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Finalmente, el tercer párrafo del artículo 1 de la Carta 

Magna señala que, como consecuencia de lo anterior, es decir, 

al atender a la obligación de todas las autoridades de respetar 

los derechos humanos conforme a los principios mencionados, 

el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los mismos, en los términos que establezca la ley.

Lo expuesto revela que de conformidad con los artículos 

1 y 103 Constitucionales, los Tribunales de la Federación 

tienen la obligación de proteger y garantizar los derechos 

humanos consagrados en la Constitución Federal o en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte, al resolver las controversias que se susciten por normas 

generales, actos u omisiones de la autoridad que violen esos 

derechos.

Cabe hacer hincapié que la citada obligación no se 

encuentra sujeta a condición alguna, es decir, la Carta Magna 

no establece requisitos para que los Tribunales de la 

Federación, al resolver una controversia sujeta a su 

jurisdicción, se avoquen a la protección y garantía de los 

derechos humanos vulnerados por la autoridad.

De ello se colige que la protección de dichos derechos 

por parte de los Tribunales Federales es procedente no sólo 

cuando lo solicite el gobernado titular de los mismos, sino 

también en el caso de que, sin mediar dicha petición dentro 
de la controversia, la autoridad jurisdiccional advierta su 
transgresión por parte de la autoridad. 

En concordancia con los alcances del reformado artículo 

1 constitucional, se concluye que si los órganos que ejercen 

facultades de carácter jurisdiccional están facultados para 

inaplicar una norma que contravenga los derechos humanos 

previstos en la constitución o en tratados internacionales, como 

se adelantó, por mayoría de razón también puede hacerlo el 

JA
C

K
E

L
IN

E
 H

U
E

R
T

A
 C

A
ST

A
Ñ

E
D

A
706a6620636a6633000000000000000000016c70
07/05/29 15:23:07

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



25

Poder Judicial de la Federación al analizar los actos que le son 

sometidos a su potestad a través del juicio de amparo, al 

ordenar en reparación, que la autoridad ejerza el control de 

convencionalidad en el modelo de interpretación ordenado y, 

en su caso, desaplique la norma cuando proceda.

En ese sentido, el entonces Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 

351/2014, en sesión de veintiocho de septiembre de dos mil 

veintiuno,  determinó en relación con el control ex officio de 

todas las normas sujetas a conocimiento de las personas 

juzgadoras en el juicio de amparo, que los órganos 

jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, cuando 

actúan en amparo directo e indirecto, pueden hacer el control 

ex officio de constitucionalidad de todas las normas sujetas a 

su conocimiento, tanto de las disposiciones que regulan el 

juicio de amparo, como de las normas aplicadas en el acto 

reclamado.

De esta forma, la Suprema Corte, por mayoría de nueve 

votos, abandonó el criterio sostenido en el amparo directo en 

revisión 1046/2012, según el cual los tribunales colegiados 

únicamente estaban facultados para ejercer control ex officio 

respecto de la Ley de Amparo, la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación y el Código Federal de 

Procedimientos Civiles.

El extinto Pleno del Máximo Tribunal determinó que el 

artículo 1º de la Constitución General, obliga a todas las 

autoridades jurisdiccionales a dejar de aplicar cualquier 

disposición que vulnere los derechos humanos y los órganos 

del Poder Judicial de la Federación no son la excepción.

Así, se consideró que el ejercicio de esta competencia es 

compatible con la seguridad jurídica pues no interfiere con el 

funcionamiento de instituciones como la preclusión o la cosa 
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juzgada; respeta el régimen federal y la distribución de 

competencias entre los órganos jurisdiccionales y se limita a la 

inaplicación de normas generales sin provocar efectos hacia el 

futuro.

Las consideraciones anteriores dieron origen a la 

jurisprudencia P./J. 2/2022 (11a.), aprobada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el 

Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, con 

registro digital 2024159, de rubro y texto siguientes:

“CONTROL DE REGULARIDAD 
CONSTITUCIONAL. CONTENIDO Y ALCANCE DEL 
DEBER DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN DE 
REALIZARLO AL CONOCER JUICIOS DE AMPARO 
DIRECTO E INDIRECTO [ABANDONO DE LAS TESIS 
AISLADAS P. IX/2015 (10a.) Y P. X/2015 (10a.)].

Hechos: Diversos Tribunales Colegiados de 
Circuito discreparon en torno al alcance del control de 
regularidad constitucional ex officio en el juicio de 
amparo, respecto a si debe limitarse a las leyes 
procesales que rigen el juicio de amparo (Ley de Amparo, 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 
Código Federal de Procedimientos Civiles) o debe incluir, 
también, las normas procesales y sustantivas aplicadas 
en el acto reclamado.

Criterio jurídico: Los órganos jurisdiccionales del 
Poder Judicial de la Federación cuando actúan en 
amparo directo e indirecto deben realizar control de 
regularidad constitucional ex officio, tanto respecto de las 
disposiciones procesales que regulan el juicio de amparo, 
como sobre las normas sustantivas y procesales que se 
aplicaron en el acto reclamado.

Justificación: Conforme a lo dispuesto en los 
artículos 1o., 103 y 133 de la Constitución General, así 
como a lo resuelto por el Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al resolver el expediente 
varios 912/2010, el control de regularidad constitucional 
debe realizarse por los Juzgados de Distrito y los 
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Tribunales Colegiados de Circuito, en el ámbito de sus 
competencias y procedimientos. Así, de una nueva 
reflexión, este Tribunal Pleno considera necesario 
abandonar el criterio reflejado en las tesis aisladas P. 
IX/2015 (10a.) y P. X/2015 (10a.), de títulos y subtítulos: 
"CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL EX 
OFFICIO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO DEBEN EJERCERLO SÓLO EN EL ÁMBITO 
DE SU COMPETENCIA.” y "CONTROL DE 
REGULARIDAD CONSTITUCIONAL EX OFFICIO. LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO ESTÁN 
FACULTADOS PARA EJERCERLO RESPECTO DE 
NORMAS QUE RIGEN EL JUICIO DE ORIGEN.", porque 
dichos órganos jurisdiccionales, para dar cumplimiento al 
mandato constitucional de proteger, respetar y prevenir 
violaciones a los derechos humanos previsto en el 
artículo 1o. constitucional, deben realizar control ex officio 
tanto sobre las disposiciones procesales que regulan el 
juicio de amparo, directo e indirecto (Ley de Amparo, Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y Código 
Federal de Procedimientos Civiles, supletorio de la Ley de 
Amparo), como sobre cualesquiera disposiciones 
aplicadas en los actos reclamados cuya 
constitucionalidad revisan en el juicio constitucional. Lo 
anterior, porque se estima que el ejercicio de ese control 
es necesario para proteger los derechos humanos 
reconocidos constitucionalmente; es compatible con 
razones de seguridad jurídica porque no interfiere con el 
funcionamiento de instituciones como la preclusión o la 
cosa juzgada; y armoniza con el funcionamiento del 
sistema, ya que respeta el régimen federal y la 
distribución de competencias entre los órganos 
jurisdiccionales; en el entendido de que el resultado de 
ese control se limita a la inaplicación de normas 
generales en el acto concreto de aplicación sin generar 
efectos futuros y de que, cuando ese control lo realice el 
Tribunal Colegiado de Circuito, tanto en amparo directo 
como indirecto en revisión, con fundamento en los 
artículos 64, párrafo segundo, y 73, párrafo segundo, de 
la Ley de Amparo, aplicables por identidad de razón, y 
con la finalidad de permitir a las partes conocer la 
realización del control de regularidad constitucional ex 
officio, éste deberá publicar previamente el proyecto de 
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sentencia y dar vista a las partes, para que tengan la 
oportunidad de exponer lo que a su derecho convenga.”

Aunado a ello, el Pleno del Alto Tribunal del País ha 

establecido que la inaplicación de leyes en ningún momento 

supone la eliminación o el desconocimiento de la presunción de 

constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, se debe 

partir de esa presunción y realizar el contraste previo a su 

aplicación, lo cual en todo caso sólo trascendería a una 

inconstitucionalidad indirecta del acto reclamado, al no existir la 

declaración relativa.6

De igual forma, el Pleno determinó que al ejercerse un 

control de convencionalidad se deberá realizar los siguientes 

pasos: 

a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que 

significa que los jueces del país (al igual que todas las demás 

autoridades del Estado Mexicano), deben interpretar el orden 

jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 

6 Véase tesis P. V/2013 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número 
de registro digital 2003005, que dice:
“CONTROL DIFUSO DE CONVENCIONALIDAD. LA INAPLICACIÓN DE LA NORMA CUYA 
INCONVENCIONALIDAD SE DECLARA SÓLO TRASCIENDE A UNA INCONSTITUCIONALIDAD 
INDIRECTA DEL ACTO RECLAMADO AL NO EXISTIR LA DECLARATORIA RELATIVA.

En materia de derechos humanos puede analizarse la contradicción entre una norma general 
interna y un tratado internacional a través del juicio de amparo, pues si bien es cierto que los 
juzgadores federales cuentan con facultades constitucionales para realizar el control concentrado 
en términos de los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, también lo es que las tienen para efectuar el control de convencionalidad con motivo de 
lo previsto en los artículos 1o. y 133, última parte, de la propia Constitución, así como de lo resuelto 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos 
Mexicanos, y por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el asunto 
varios 912/2010, del que derivó la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de rubro: "CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 
CONSTITUCIONALIDAD.". Lo anterior significa que una vez que el juzgador realice el control de 
convencionalidad y determine que una norma interna es contraria a determinado derecho humano 
contenido en un tratado internacional e, incluso, a la interpretación efectuada al respecto por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, debe analizar el acto reclamado prescindiendo del 
precepto de derecho interno y aplicando el instrumento internacional en materia de derechos 
humanos. En ese sentido, es innecesario reflejar la inconvencionalidad de una norma de derecho 
interno en los puntos resolutivos de la sentencia en la que se hace dicho pronunciamiento, pues 
éste sólo trasciende al acto de aplicación, en tanto que el control de convencionalidad no puede 
llegar más allá de la inaplicación de la norma interna en el caso específico; esto es, la inaplicación 
de la norma cuya inconvencionalidad se declara sólo trasciende a una inconstitucionalidad indirecta 
del acto reclamado, por lo que es innecesario llamar a juicio a las autoridades emisoras de la norma 
cuya inconvencionalidad se demanda, pues no habrá una declaratoria de inconstitucionalidad de 
ésta, sino sólo su inaplicación respecto del acto reclamado.”
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en los cuales el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en 

todo tiempo a las personas con la protección más amplia.

b) Interpretación conforme en sentido estricto, lo que 

significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente 

válidas, los jueces deben, a partir de la presunción de 

constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la 

ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la 

Constitución y en los tratados internacionales en los que el 

Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o vulnerar el 

contenido esencial de estos derechos; e, 

c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas 

anteriores no son posibles. Lo anterior, no afecta o rompe con 

la lógica de los principios de división de poderes y de 

federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al ser el 

último recurso para asegurar la primacía y aplicación.

Lo anterior quedó establecido en la tesis P. 

LXIX/2011(9a.)7 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de contenido:

“PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. La 
posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del 
país, en ningún momento supone la eliminación o el 
desconocimiento de la presunción de constitucionalidad 
de ellas, sino que, precisamente, parte de esta 
presunción al permitir hacer el contraste previo a su 
aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al 
ejercer un control de convencionalidad ex officio en 
materia de derechos humanos, deberá realizar los 
siguientes pasos: a) Interpretación conforme en sentido 
amplio, lo que significa que los jueces del país -al igual 
que todas las demás autoridades del Estado Mexicano-, 
deben interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a 

7 Con datos de publicación: página 552, Libro III, diciembre de 2011, Tomo 1, Décima Época, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
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los derechos humanos reconocidos en la Constitución y 
en los tratados internacionales en los cuales el Estado 
Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas con la protección más amplia; b) Interpretación 
conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando 
hay varias interpretaciones jurídicamente válidas, los 
jueces deben, partiendo de la presunción de 
constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace 
a la ley acorde a los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales en los que 
el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o 
vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) 
Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores 
no son posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la 
lógica de los principios de división de poderes y de 
federalismo, sino que fortalece el papel de los jueces al 
ser el último recurso para asegurar la primacía y 
aplicación efectiva de los derechos humanos establecidos 
en la Constitución y en los tratados internacionales de los 
cuales el Estado Mexicano es parte.”

Cabe precisar que no es desconocido para el suscrito que 

la técnica jurídica exige que antes de considerar 

inconstitucional o convencional una norma secundaria, deben 

agotarse todas las posibilidades de encontrar en ella un 

significado que la haga compatible con la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, de ser posibles 

varias interpretaciones de la disposición, debe preferirse la que 

salve la aparente contradicción con la Norma Fundamental8, lo 

8 Véase la tesis 1a. CCLXIII/2018 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Décima Época, Materias(s): Constitucional, que dispone:

“INTERPRETACIÓN CONFORME Y PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA 
PERSONA. SU APLICACIÓN TIENE COMO PRESUPUESTO UN EJERCICIO HERMENÉUTICO 
VÁLIDO. Conforme al principio pro persona, debe acudirse a la norma más amplia o a la 
interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer derechos fundamentales e 
inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida si se busca establecer restricciones 
permanentes al ejercicio de los derechos o de su suspensión extraordinaria, por lo que ante la 
existencia de varias posibilidades de solución a un mismo problema, obliga a optar por la que 
protege en términos más amplios. Este principio se relaciona con la interpretación conforme, por la 
cual, antes de considerar inconstitucional una norma jurídica, deben agotarse todas las 
posibilidades de encontrar en ella un significado que la haga compatible con la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, de ser posibles varias interpretaciones de la 
disposición, debe preferirse la que salve la aparente contradicción con la Norma Fundamental. En 
ese sentido, un presupuesto indispensable para que esas técnicas hermenéuticas puedan aplicarse 
es que la asignación de significado a la norma jurídica sea fruto de una interpretación válida, es 
decir, la derivada de algún método de interpretación jurídica, ya sea el gramatical, el sistemático, el 
funcional, el histórico o algún otro. Así, la interpretación conforme o la aplicación del principio pro 
persona no puede realizarse a partir de atribuir a la norma un significado que no tiene conforme a 
alguno de los métodos de interpretación jurídica, porque en ese caso, la norma sujeta a escrutinio 
ya no será la misma, sino que habría sido cambiada por otra.”
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cual se conoce como interpretación conforme, en sentido 

amplio y estricto, como pasos a seguir en el control de 

constitucionalidad y/o convencionalidad.

Sin embargo, en la especie se considera que el artículo 

172, apartado a), particularmente su fracción II,  del 

Reglamento General de Prestaciones, Derechos y Obligaciones 

de Afiliados y Pensionados de la Dirección de Pensiones del 

Estado, no admite interpretación conforme para salvar la 

presunción de constitucionalidad de su texto, dado que resulta 

discriminatorio al ser limitativo de derechos fundamentales para 

los usuarios del Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco 

que requieren de atención médica y que radican fuera de la 

zona metropolitana de Guadalajara.

En efecto, este Órgano Jurisdiccional estima que resulta 

necesario analizar las normas controvertidas bajo los 

parámetros establecidos en los numerales 1, 3º, 4, 123 y 133 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

así como en los diversos 2 y 12 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

El artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, dispone:

“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. Las normas relativas a los derechos humanos 
se interpretarán de conformidad con esta Constitución y 
con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia. Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
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consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley. Está 
prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. 
Los esclavos del extranjero que entren al territorio 
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la 
protección de las leyes. Queda prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.”

Como se advierte del artículo anterior, éste refiere al 

principio de igualdad en la medida que establece que todas 

las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 

en la Constitución y en los tratados internacionales de los que 

el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 

su protección.

Asimismo, contiene el principio constitucional de la no 
discriminación, en tanto se proscribe cualquier distinción 

motivada por razones de género, edad, condición social, 

religión o cualquier otra análoga que atente contra la dignidad 

humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 

libertades de las personas.

En ese sentido, se advierte que los principios de 
igualdad y no discriminación implican que las autoridades no 

traten de manera diferente a los individuos cuando se 

encuentren en la misma situación jurídica; es decir, que sin 

perjuicio del deber de los poderes públicos de procurar la 

igualdad real, dicha garantía se refiere a la igualdad jurídica, al 

derecho de todos los gobernados de recibir el mismo trato 

respecto de quienes se ubican en similar situación de hecho, 

situación que por ser Ley Suprema debe acatarse por todas las 

autoridades del país.
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Los principios constitucionales de igualdad y no 

discriminación están estrechamente vinculados, pero no son 

idénticos; en todo caso son complementarios, incluso la 

prohibición de discriminar constituye una de las distintas 

manifestaciones que adopta el primero de los principios, en 

tanto la norma constitucional limita la posibilidad de tratos 

diferenciados no razonables o desproporcionados entre las 

personas, a partir de determinadas características que 

presenten estas últimas, con base en las cuales se impone la 

proscripción de discriminar.

En efecto, la igualdad y la no discriminación se 

encuentran en relación directa con la situación jurídica de los 

destinatarios de la norma y no así de sus otras situaciones 

particulares tales como económicas, de negocios, de mercado, 

materiales, etcétera.

El principio de igualdad tiene un carácter complejo, pues 

no postula la paridad absoluta entre todos los individuos, ni 

implica necesariamente una igualdad material o económica 

real, sino que exige razonabilidad en la diferencia de trato 

como criterio básico para la producción normativa.

Así, del referido principio derivan dos normas que 

vinculan específicamente al legislador ordinario:

 I. Un mandamiento de trato igual en supuestos de 

hecho equivalentes, salvo que exista un fundamento 

objetivo y razonable que permita darles uno desigual y,

II. Un mandato de tratamiento desigual, que obliga 

al legislador a establecer diferencias entre supuestos de 

hecho distintos cuando la propia constitución las 

imponga. 

En tanto, que el de no discriminación por ser una 

manifestación del principio de igualdad, se encuentra más 
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enfocado en desterrar del sistema jurídico toda distinción de 

trato, pero que se encuentre motivada, en específico, por las 

cualidades propias de la persona que atenten contra su 

dignidad humana.

 Así, la finalidad de la garantía de igualdad en la ley 

radica en colocar a los habitantes del país en condiciones tales 

que puedan acceder a otros bienes y derechos superiores 

protegidos constitucionalmente, lo que significa que el beneficio 

que un gobernado obtenga, también lo deberá obtener otro 

gobernado que se encuentre en igualdad de circunstancias.

La garantía de igualdad implica que se debe tratar 
igual a quienes se encuentren en la misma situación y de 
manera desigual a los sujetos que se ubiquen en una 
situación diversa, lo que implica que el legislador puede crear 

categorías o clasificaciones que se sustenten en bases 

objetivas que justifiquen el tratamiento diferente entre una y 

otra categoría, y que pueden responder a finalidades 

económicas o sociales; pero siempre evitando cualquier 

distinción no razonada y desproporcional, discriminatoria de las 

personas.

No obstante, el principio de igualdad ante la ley no implica 

necesariamente que todos los individuos deban encontrarse 

siempre y en cualquier circunstancia en condiciones de 

absoluta igualdad, sino que más bien, se refiere a la igualdad 

jurídica, que constituye el derecho de todos los gobernados de 

recibir el mismo trato que aquéllos que se encuentran en similar 

situación de hecho.

Lo que se traduce en que no toda desigualdad de trato es 

violatoria de derechos fundamentales, sino sólo cuando 

produce distinción entre situaciones objetivas y de hecho 

iguales, sin que exista para ello una justificación razonable 
e igualmente objetiva; por ello, a iguales supuestos de hecho 
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corresponden similares situaciones jurídicas, pues en este 

sentido el legislador no tiene prohibición para establecer en la 

ley una desigualdad de trato, salvo que ésta resulte artificiosa o 

injustificada.

En conclusión, el principio de igualdad contiene los 

rasgos esenciales siguientes:

i. No toda desigualdad de trato en la ley supone 
una infracción a la garantía de igualdad, sino que 
dicha infracción la produce sólo aquella diferencia 
que introduce una distinción entre situaciones que 
pueden considerarse iguales y que carecen de una 
justificación objetiva y razonable.

 ii. El principio de igualdad no prohíbe al 
legislador cualquier desigualdad de trato, sino sólo 
aquellas desigualdades que resulten injustificadas 
por no estar fundadas en criterios objetivos y 
suficientemente razonables de acuerdo con criterios 
o juicios de valor generalmente aceptados, los cuales 
podrán ser apreciados en la exposición de motivos o 
advertirse de la misma norma. 

iii. Por último, para que la diferenciación resulte 
constitucionalmente válida, no basta con que lo sea 
el fin que con ella se persigue, sino que es 
indispensable, además, que las consecuencias 
jurídicas que resultan de tal disposición sean 
adecuadas a dicho fin, de manera que la relación 
entre la medida adoptada, el resultado que se 
produce y el fin pretendido por el legislador, superen 
un juicio de equilibrio en sede constitucional

En ese sentido, la norma que prevé un trato desigual será 

inconstitucional cuando imponga arbitrariamente 
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discriminaciones entre situaciones jurídicas objetivamente 

iguales, no distinga de la misma forma situaciones discrepantes 

o carezca de razonabilidad.

Así, para el control de la constitucionalidad de la normas 

que se estiman violatorias, advertirse si existe una situación 

comparable y, con base en ésta, establecer si los sujetos se 

encuentran o no en una situación de igualdad respecto de otros 

individuos sujetos a diverso régimen y si el trato que se les da, 

con base en el propio término de comparación, es diferente.

Anotada la situación de igualdad y la diferencia de trato, 

debe determinarse si la diferenciación persigue una finalidad 

constitucionalmente válida, para lo cual conviene señalar:

 a) Si la diferencia normativa persigue una finalidad 

constitucionalmente aceptable; 

b) Si la diferenciación cuestionada es adecuada para el 

logro del fin legítimo buscado; y,

 c) Determinarse si la medida legislativa de que se trate 

resulta proporcional, es decir, si guarda una relación razonable 

con el fin que se procura alcanzar.

Se cita como principio rector, la jurisprudencia sustentada 

por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, localizable con el número 2a./J. 42/2010, visible en la 

página 427, del Tomo XXXI, correspondiente al mes de abril de 

2010, de la Novena Época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes:

“IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN 
OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE 
ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA. La 
igualdad normativa presupone necesariamente una 
comparación entre dos o más regímenes jurídicos, ya que 
un régimen jurídico no es discriminatorio en sí mismo, 
sino únicamente en relación con otro. Por ello, el control 
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de la constitucionalidad de normas que se estiman 
violatorias de la garantía de igualdad no se reduce a un 
juicio abstracto de adecuación entre la norma impugnada 
y el precepto constitucional que sirve de parámetro, sino 
que incluye otro régimen jurídico que funciona como 
punto de referencia a la luz de un término de 
comparación relevante para el caso concreto. Por tanto, 
el primer criterio necesario para analizar una norma a la 
luz de la garantía de igualdad consiste en elegir el 
término de comparación apropiado, que permita comparar 
a los sujetos desde un determinado punto de vista y, con 
base en éste, establecer si se encuentran o no en una 
situación de igualdad respecto de otros individuos sujetos 
a diverso régimen y si el trato que se les da, con base en 
el propio término de comparación, es diferente. En caso 
de que los sujetos comparados no sean iguales o no sean 
tratados de manera desigual, no habrá violación a la 
garantía individual en cuestión. Así, una vez establecida 
la situación de igualdad y la diferencia de trato, debe 
determinarse si la diferenciación persigue una finalidad 
constitucionalmente válida. Al respecto, debe 
considerarse que la posición constitucional del legislador 
no exige que toda diferenciación normativa esté 
amparada en permisos de diferenciación derivados del 
propio texto constitucional, sino que es suficiente que la 
finalidad perseguida sea constitucionalmente aceptable, 
salvo que se trate de una de las prohibiciones específicas 
de discriminación contenidas en el artículo 1o., primer y 
tercer párrafos, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues respecto de éstas no basta que 
el fin buscado sea constitucionalmente aceptable, sino 
imperativo. La siguiente exigencia de la garantía de 
igualdad es que la diferenciación cuestionada sea 
adecuada para el logro del fin legítimo buscado; es decir, 
que la medida sea capaz de causar su objetivo, bastando 
para ello una aptitud o posibilidad de cumplimiento, sin 
que quepa exigir que los medios se adecuen 
estrechamente o estén diseñados exactamente para 
lograr el fin en comento. En este sentido, no se cumplirá 
el requisito de adecuación cuando la medida legislativa 
no contribuya de modo alguno a la obtención de su fin 
inmediato. Tratándose de las prohibiciones concretas de 
discriminación, en cambio, será necesario analizar con 
mayor intensidad la adecuación, siendo exigible que la 
medida esté directamente conectada con el fin 
perseguido. Finalmente, debe determinarse si la medida 
legislativa de que se trate resulta proporcional, es decir, si 
guarda una relación razonable con el fin que se procura 
alcanzar, lo que supone una ponderación entre sus 
ventajas y desventajas, a efecto de comprobar que los 
perjuicios ocasionados por el trato diferenciado no sean 
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desproporcionados con respecto a los objetivos 
perseguidos. De ahí que el juicio de proporcionalidad 
exija comprobar si el trato desigual resulta tolerable, 
teniendo en cuenta la importancia del fin perseguido, en 
el entendido de que mientras más alta sea la jerarquía del 
interés tutelado, mayor puede ser la diferencia.”

Luego, el artículo 3° constitucional, entre otros aspectos, 

establece el derecho a la educación, las modalidades en que 

se otorgará dicho derecho y la posibilidad de que los 

particulares impartan educación siempre que cumplan los 

requisitos y condiciones establecidos para su otorgamiento.

Por su parte, los artículos 4, 123 y 133 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, esencialmente 

prevén el derecho a la protección de la salud, manifestando 

que la ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los 

servicios de salud y establecerá la concurrencia de la 

Federación y las Entidades Federativas en materia de 

salubridad general.

Asimismo, se establece que toda persona tiene derecho 

al trabajo digno y socialmente útil, y entre los poderes de la 

Unión y sus trabajadores, la seguridad social se organizará 

conforme a diversas reglas, entre ellas, que los familiares de 

los trabajadores tendrán derecho a asistencia médica y 

medicinas, en los casos y en la proporción que determine la 

ley.

De igual manera, que de conformidad con la normatividad 

que rige al Estado Mexicano, la Carta Magna junto con los 

tratados internacionales de los que aquél haya sido parte y que 

el Senado de la República haya ratificado, son considerados 

como Ley Suprema. 

En tanto, que los artículos 2 y 12 del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, contiene una 

serie de obligaciones para los Estados a efecto de garantizar el 
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derecho a la protección de la salud, pues textualmente 

estatuyen lo siguiente:

“Artículo 2.

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por 
separado como mediante la asistencia y la cooperación 
internacionales, especialmente económicas y técnicas, 
hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, 
inclusive en particular la adopción de medidas 
legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 
reconocidos.

 2. Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos 
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente 
en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, 
podrán determinar en qué medida garantizarán los 
derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a 
personas que no sean nacionales suyos.”

“Artículo 12.

1. Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental.

 2. Entre las medidas que deberán adoptar los 
Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena 
efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 
para: a) La reducción de la mortinatalidad y de la 
mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; b) El 
mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del 
trabajo y del medio ambiente; c) La prevención y 
tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) 
La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de 
enfermedad.”

En ese sentido, la entonces Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, interpretó dichos numerales en 

el sentido de imponer obligaciones de contenido y de resultado; 
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aquéllas, de carácter inmediato, se refieren a que los derechos 

se ejerzan sin discriminación y a que el Estado adopte dentro 

de un plazo breve medidas deliberadas, concretas y orientadas 

a satisfacer las obligaciones convencionales, mientras que las 

de resultado o mediatas, se relacionan con el principio de 

progresividad, el cual debe analizarse a la luz de un dispositivo 

de flexibilidad que refleje las realidades del mundo y las 

dificultades que implica para cada país asegurar la plena 

efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales.

Asimismo, el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental; lo cual, 

impone al Estado Mexicano, la obligación inmediata de 

asegurar a las personas, al menos, un nivel esencial del 

derecho a la salud, así como la de cumplimiento progresivo 

consistente en lograr su pleno ejercicio por todos los medios 

apropiados, hasta el máximo de los recursos de que disponga.

Al respecto, se cita la tesis aislada que sustentó la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

número 2a. CVIII/2014 (10a.), publicada en la página 1192, del 

Libro 12, Tomo I, correspondiente al mes de noviembre de 

2014, de la Décima Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, que se lee:

“SALUD. DERECHO AL NIVEL MÁS ALTO 
POSIBLE. ÉSTE PUEDE COMPRENDER 
OBLIGACIONES INMEDIATAS, COMO DE 
CUMPLIMIENTO PROGRESIVO. El artículo 2 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales prevé obligaciones de contenido y de 
resultado; aquéllas, de carácter inmediato, se refieren a 
que los derechos se ejerciten sin discriminación y a que el 
Estado adopte dentro de un plazo breve medidas 
deliberadas, concretas y orientadas a satisfacer las 
obligaciones convencionales, mientras que las de 
resultado o mediatas, se relacionan con el principio de 
progresividad, el cual debe analizarse a la luz de un 
dispositivo de flexibilidad que refleje las realidades del 
mundo y las dificultades que implica para cada país 
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asegurar la plena efectividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales. En esa lógica, teniendo 
como referente el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental contenido 
en el artículo 12 del citado Pacto, se impone al Estado 
Mexicano, por una parte, la obligación inmediata de 
asegurar a las personas, al menos, un nivel esencial del 
derecho a la salud y, por otra, una de cumplimiento 
progresivo, consistente en lograr su pleno ejercicio por 
todos los medios apropiados, hasta el máximo de los 
recursos de que disponga. De ahí que se configurará una 
violación directa a las obligaciones del Pacto cuando, 
entre otras cuestiones, el Estado Mexicano no adopte 
medidas apropiadas de carácter legislativo, 
administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole, 
para dar plena efectividad al derecho indicado.”

Ahora bien, en relación con el derecho a la prestación de 

servicios médicos de los beneficiarios de los empleados los 

numerales 153, 154 y 172 del Reglamento General de 

Prestaciones, Derechos y Obligaciones de Afiliados y 

Pensionados de la Dirección de Pensiones del Estado, los 

cuales, disponen:

“De los Usuarios

“Artículo 153. Tienen derecho a solicitar y recibir 
servicios médicos de la Institución, con las 
modalidades establecidas en el presente Título: 

I. Los pensionados, a los que se refiere el párrafo primero 
del artículo 52 de la Ley; 

II. Los beneficiarios de los pensionados, descritos en el 
artículo 53 de la Ley; 

III. Las personas que hubieren recibido, en su calidad de 
derechohabientes, la prestación económica por muerte 
del pensionado a que refiere el artículo 55 de la Ley; 

IV. Los empleados de la Institución, aún y cuando se 
encuentre disfrutando de licencia con goce de sueldo o 
incapacidad, durante los periodos previstos en este 
Reglamento; y 

V. Los beneficiarios de los empleados de la 
Institución, especificados en el artículo 154 de este 
Reglamento.”
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Artículo 154. Son beneficiarios de los empleados: 

I. La esposa del empleado o el esposo de la empleada 
cuando no tengan derecho a servicios médicos ante el 
IMSS o ante el ISSSTE. A falta de cónyuge podrán ser 
beneficiarios:

a) La concubina; o 

b) El concubinario incapacitado para trabajar. El 
matrimonio y el concubinato se probarán en los términos 
que determine el capítulo de inscripción y vigencias de 
este Reglamento; 

II. Los hijos menores de edad del empleado o empleada;

III. Los hijos del empleado o empleada, aún cuando sean 
mayores de edad, siempre que se encuentren 
inhabilitados total y permanentemente para trabajar; 

IV. Los hijos del empleado o empleada, que sean 
menores de 25 años de edad y que se encuentren 
cursando estudios con reconocimiento oficial o en 
planteles del Sistema Educativo Nacional, en los 
términos que determine la Ley General de Educación; 
y

V. El padre y la madre del empleado o empleada, cuando 
se cumplan todos y cada uno de los extremos siguientes:  

a) Sean mayores de 60 años de edad o discapacitados; 

b) Dependan económicamente del empleado o empleada, 
por carecer de medios de subsistencia propios; 

c) No tengan derecho a los servicios médicos, que les 
sean proporcionados por el IMSS, el ISSSTE, o cualquier 
otra instancia pública o privada dirigida a población 
asegurada; y 

d) El empleado aporte mensualmente como cuota de 
recuperación el 3% de su sueldo, sobresueldo y 
compensación por cada progenitor que incorpore al 
sistema.

Los servicios médicos a los progenitores de 
empleados se podrán prestar mediante su afiliación al 
Instituto Mexicano del Seguro Social u otra Institución 
análoga, o directamente por la Dirección de Pensiones del 
Estado, según el estudio de costos que se practique.

Para efecto de constatar que se cumplen todos los 
extremos señalados en el presente artículo, la Institución 
podrá realizar todas las investigaciones pertinentes; y 
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celebrar convenios de coordinación y de intercambio de 
información con el IMSS y el ISSSTE.”

“Artículo 172.- La Institución está obligada a la 
prestación de los servicios médicos que tiene 
encomendados, siempre que no exista 
incompatibilidad conforme a lo previsto en el artículo 
52 de la Ley. 

Deberá preverse la suficiencia de recursos 
humanos, materiales y financieros, conforme a los 
presupuestos aprobados por el Consejo Directivo. 

Para garantizar la satisfacción del usuario, mediante 
un sistema de mejora continua, se establecerá un 
mecanismo adecuado de recepción y atención de quejas; 
las cuales deberán presentarse por escrito ante la 
Dirección de Servicios Médicos, circunstanciando el 
modo, tiempo y lugar de los hechos motivo de la queja. 

Los servicios deberán prestarse en igualdad de 
condiciones a todos los usuarios con derecho a recibirlos, 
sin distinción, privilegio, discriminación o prerrogativa 
para ningún gremio o sindicato, ni por motivos de raza, 
religión, preferencia sexual, ni condición social. 

En relación a su forma específica de prestación la 
Institución deberá sujetarse a las siguientes alternativas: 

A) En cuanto a su administración: 

I. En el caso de usuarios con domicilio 
permanente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, 
la atención será: 

a) Directamente, en el primer nivel, a través de su 
propio personal e instalaciones; e 

b) Indirectamente, en el segundo y tercer nivel, en 
virtud de convenios de subrogación con personas físicas 
y jurídicas del sector privado o instituciones de seguridad 
social; pudiendo celebrar convenios con instituciones del 
sector público cuando las coberturas institucionales o el 
nivel y tipo de servicios lo justifiquen para la mejor 
atención de los usuarios. 

Los convenios fijarán el plazo de su vigencia, la 
amplitud del servicio subrogado, los pagos que deban 
hacerse, la forma de cubrirlos y las causas y 
procedimientos de terminación, así como las demás 
condiciones pertinentes. 

Las personas, empresas o entidades a que se 
refiere este artículo, estarán obligadas a brindar sus 
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servicios con calidad, calidez y oportunidad, 
proporcionando a la Institución los informes y estadísticas 
médicas o administrativas que ésta les exigiere y a 
sujetarse a las instrucciones, normas técnicas, 
inspecciones y vigilancia prescritas por la misma 
Institución; y 

II. En el caso de usuarios domiciliados en el 
interior del Estado la prestación de servicios médicos 
se realizará mediante subrogación al Instituto 
Mexicano del Seguro Social u otra Institución de 
Seguridad Social que ofrezca una mejor cobertura o 
atención. 

En los términos del artículo 187 de este 
Reglamento, en lo futuro podrán prestarse servicios de 
segundo y tercer nivel directamente en Unidades de 
Salud de la Dirección de Pensiones del Estado, sí éstas 
llegaran a constituirse como parte de un desarrollo 
armónico de los servicios; siempre que se justifique esta 
ampliación de infraestructura.” 

De los dispositivos anteriormente transcritos, en la parte 

que interesa, se desprende que tienen derecho a solicitar y 
recibir servicios médicos de la Institución, los beneficiarios 
de los empleados de la Institución, entre los cuales se 
encuentran los hijos del empleado o empleada, que sean 
menores de 25 años de edad y que se encuentren 
cursando estudios con reconocimiento oficial o en 
planteles del Sistema Educativo Nacional, en los términos 
que determine la Ley General de Educación; sin embargo, 
en el caso de usuarios domiciliados en el interior del Estado, el 

servicio médico será subrogado al Instituto Mexicano del 

Seguro Social u otra Institución de Seguridad Social que 

ofrezca una mejor cobertura o atención.

En ese sentido, se presupone la imposibilidad legal del 

Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco en proveer 

servicios médicos a sus asegurados, pensionados y/o 

beneficiarios, cuando el usuario tenga domicilio dentro del 

Estado pero fuera de la zona metropolitana de Guadalajara.
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En ese contexto, se pone de manifiesto lo fundado del 

concepto de violación, ya que el artículo 172, apartado a), 

fracción II, del Reglamento General de Prestaciones, Derechos 

y Obligaciones de Afiliados y Pensionados de la Dirección de 

Pensiones del Estado, al establecer que para los beneficiarios 

de los pensionados o trabajadores, son incompatibles los 

servicios médicos de la institución cuando éstos tienen su 

domicilio en el interior del Estado pero fuera de la zona 

metropolitana, es contrario a los artículos 1º, 4, párrafo cuarto, 

123 y 133 de la Carta Magna.

Lo anterior es así, toda vez que transgreden los principios 

de discriminación, seguridad y previsión social, al desatender 

que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

estatuye la protección a la salud, mediante el derecho a la 

seguridad social, asistencia médica y medicinas.

Máxime, que los derechos a recibir atención médica de 

los pensionados, empleados o afiliados se originan con sus 

aportaciones, como se advierte del artículo 20 de la Ley del 

Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, que textualmente 

establece: 

“Artículo 20. Los derechos de los afiliados y sus 
beneficiarios a recibir las prestaciones y beneficios que 
esta Ley otorga, nacen simultáneamente al entero de las 
aportaciones y retenciones que los afiliados y sus 
entidades públicas patronales realicen.”

Así, los derechos a recibir las prestaciones y beneficios 

que dicha ley otorga a los afiliados y sus beneficiarios nacen 

simultáneamente al enterar las aportaciones y retenciones que 

los afiliados y sus entidades públicas patronales realicen, razón 

por la que no se pone en riesgo la viabilidad financiera de las 

instituciones al otorgar servicios médicos en diversas 

organizaciones de servicio de salud pública.
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Por las razones que en ella se contienen, se cita la tesis 

aislada sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, localizable con el número P. XIX/2000, 

publicada en la página 112, del Tomo XI, marzo de 2000, de la 

Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, de rubro y texto siguientes:

“SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN, 
QUE COMO GARANTÍA INDIVIDUAL CONSAGRA EL 
ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL, COMPRENDE LA 
RECEPCIÓN DE MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA EL 
TRATAMIENTO DE LAS ENFERMEDADES Y SU 
SUMINISTRO POR LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES QUE PRESTAN LOS SERVICIOS 
RESPECTIVOS. La Ley General de Salud, reglamentaria 
del derecho a la protección de la salud que consagra el 
artículo 4o., párrafo cuarto de la Carta Magna, establece 
en sus artículos 2o., 23, 24, fracción I, 27, fracciones III y 
VIII, 28, 29 y 33, fracción II, que el derecho a la 
protección de la salud tiene, entre otras finalidades, el 
disfrute de servicios de salud y de asistencia social que 
satisfaga las necesidades de la población; que por 
servicios de salud se entienden las acciones dirigidas a 
proteger, promover y restaurar la salud de la persona y de 
la colectividad; que los servicios de salud se clasifican en 
tres tipos: de atención médica, de salud pública y de 
asistencia social; que son servicios básicos de salud, 
entre otros, los consistentes en: a) la atención médica, 
que comprende actividades preventivas, curativas y de 
rehabilitación, incluyendo la atención de urgencias, 
definiéndose a las actividades curativas como aquellas 
que tienen como fin efectuar un diagnóstico temprano y 
proporcionar tratamiento oportuno; y b) la disponibilidad 
de medicamentos y otros insumos esenciales para la 
salud para cuyo efecto habrá un cuadro básico de 
insumos del sector salud. Deriva de lo anterior, que se 
encuentra reconocido en la Ley General de Salud, 
reglamentaria del derecho a la protección de la salud, el 
que tal garantía comprende la recepción de los 
medicamentos básicos para el tratamiento de una 
enfermedad, como parte integrante del servicio básico de 
salud consistente en la atención médica, que en su 
actividad curativa significa el proporcionar un tratamiento 
oportuno al enfermo, lo que incluye, desde luego, la 
aplicación de los medicamentos básicos correspondientes 
conforme al cuadro básico de insumos del sector salud, 
sin que obste a lo anterior el que los medicamentos sean 
recientemente descubiertos y que existan otras 
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enfermedades que merezcan igual o mayor atención por 
parte del sector salud, pues éstas son cuestiones ajenas 
al derecho del individuo de recibir los medicamentos 
básicos para el tratamiento de su enfermedad, como 
parte integrante del derecho a la protección de la salud 
que se encuentra consagrado como garantía individual, y 
del deber de proporcionarlos por parte de las 
dependencias y entidades que prestan los servicios 
respectivos.”

En consecuencia, la exclusión establecida en el 
artículo en mención, es injustificada y violatoria de los 
derechos humanos de igualdad, no discriminación, acceso 
a la salud, seguridad social, así como al nivel más alto 
posible de estas últimas, previstas en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.

Máxime que de las propias manifestaciones 
realizadas por la quejosa se advierte que el domicilio que 
actualmente tiene en Puerto Vallarta, Jalisco es con motivo 
de que se encuentra cursando la Licenciatura en 
Psicología en el Centro Universitario de la Costa de la 
Universidad de Guadalajara; sin embargo, los fines de 
semana y periodos vacacionales se traslada a la zona 
Metropolitana de Guadalajara.

En ese contexto, si bien el derecho como pensionado o 

beneficiario de un empleado o afiliado, a recibir los servicios de 

seguridad social, entre ellos, el de salud, se origina 

simultáneamente al entero de las aportaciones y retenciones 

que los afiliados y sus entidades públicas patronales realicen, 

ello no debe ser motivo para no otorgar servicios de salud a 

cargo del instituto responsable, por circunstancias ajenas al 

beneficiario, como lo es que se encuentre estudiando fuera de 

la zona Metropolitana de Guadalajara.

JA
C

K
E

L
IN

E
 H

U
E

R
T

A
 C

A
ST

A
Ñ

E
D

A
706a6620636a6633000000000000000000016c70
07/05/29 15:23:07

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Esto es, para la procedencia del otorgamiento a 

beneficiarios de tales servicios de salud, el artículo 172, 

apartado a), fracción II, del Reglamento General de 

Prestaciones, Derechos y Obligaciones de Afiliados y 

Pensionados de la Dirección de Pensiones del Estado, los 

condiciona a que tenga su domicilio permanente en la zona 

metropolitana de Guadalajara.

Sin que pase inadvertidas las manifestaciones 
realizadas por la autoridad responsable, en las cuales 
refiere que la negativa de alta no implica una vulneración al 
derecho de la salud de la quejosa, toda vez que ésta cuenta 
con alternativas legales de cobertura, tales como servicio 
médico subrogado por el Instituto de Pensiones del Estado 
de Jalisco al Instituto Mexicano del Seguro Social o Seguro 
de salud para estudiantes (IMSS facultativo); sin embargo, 
lo anterior implica una restricción que impide a la parte 
quejosa la posibilidad de elegir de conformidad a sus 
deseos expectativas, pretensiones y necesidades, a qué 
régimen de seguridad social acudir a fin de tratar sus 
padecimientos, estando así en posibilidad de colmar de 
acuerdo a su sentir, el nivel más alto posible de salud.

Bajo ese contexto, el hecho de que el artículo 172, 

apartado a), fracción II, del Reglamento General de 

Prestaciones, Derechos y Obligaciones de Afiliados y 

Pensionados de la Dirección de Pensiones del Estado, 

excluyan expresamente el servicio médico a las personas 
beneficiarias por tener su domicilio habitual fuera de la zona 

metropolitana pero al interior del Estado de Jalisco, implica un 

incumplimiento de la obligación a cargo del referido Instituto de 

brindar asistencia médica y tratamiento a sus pacientes o 

usuarios de forma oportuna, permanente y constante, pues 

lejos de crear las condiciones necesarias para gozar de 
estos derechos, se retrasa su cumplimiento inmediato a 
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causa de la exigencia de requisitos innecesarios para su 
disfrute.

Además, la negativa de los servicios médicos que ofrece 

el Instituto de Pensiones del Estado de Jalisco, impide que, en 

esos casos, el Estado cumpla con el deber de garantizar de 

manera progresiva el derecho a la salud de las personas 

beneficiarias hasta el máximo de los recursos de que disponga, 

o bien, que justifique que se ha hecho todo lo posible por 

utilizar todos los recursos de que dispone para garantizar esa 

prerrogativa hasta lograr su efectividad, ya que se le niega de 

manera injustificada a la persona beneficiaria la atención y el 

tratamiento médico que está a su disposición, en virtud de tener 

su domicilio fuera de la zona metropolitana

Al respecto, se cita la tesis aislada identificada con el 

número 1a. XIII/2021 (10a.), sustentada por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el libro 

84, página 1225, del Tomo II, correspondiente al mes de marzo 

de 2021, de la Décima Época, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes:

“DERECHO HUMANO A LA SALUD. LA 
ASISTENCIA MÉDICA Y EL TRATAMIENTO A LOS 
PACIENTES USUARIOS DE ALGUNA INSTITUCIÓN 
QUE INTEGRE EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD, 
DEBEN GARANTIZARSE DE FORMA OPORTUNA, 
PERMANENTE Y CONSTANTE. Hechos: Una persona 
promovió juicio de amparo indirecto en contra de la 
omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS) de entregarle oportunamente el 
medicamento que requiere para el control de la 
enfermedad que padece. Criterio jurídico: La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que las autoridades del Estado que se 
encuentren directamente obligadas a garantizar el 
derecho humano a la salud deben brindar asistencia 
médica y tratamiento a sus pacientes usuarios de forma 
oportuna, permanente y constante; este último, además, 
debe ser entregado tomando en cuenta su estado de 
salud, así como sus requerimientos médicos y clínicos, 
tomando particular importancia cuando se trata de 

JA
C

K
E

L
IN

E
 H

U
E

R
T

A
 C

A
ST

A
Ñ

E
D

A
706a6620636a6633000000000000000000016c70
07/05/29 15:23:07

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



padecimientos en los que el éxito del tratamiento 
dependa, principalmente, del óptimo cumplimiento en la 
toma de medicamentos, es decir, en aquellos casos en 
los que la adherencia deficiente al tratamiento sea 
determinante para la progresión de la enfermedad. 
Justificación: Ello, pues la lucha contra las enfermedades, 
en términos amplios, representa la práctica de esfuerzos 
individuales y colectivos del Estado para facilitar la 
creación de condiciones que aseguren a las personas 
asistencia y servicios médicos, lo cual no se limita al 
acceso igual y oportuno a los servicios de salud básicos 
preventivos, curativos y de rehabilitación, sino también al 
tratamiento apropiado de enfermedades, afecciones, 
lesiones y discapacidades. Esto como parte del estándar 
de protección del derecho humano a la salud, reconocido 
en los artículos 4o., párrafo cuarto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 5 de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, 11 y 12 de la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación contra la Mujer y 24 
de la Convención sobre los Derechos del Niño.”

De igual modo, sustenta lo anterior la tesis aislada 1a. 

XV/2021 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el libro 84, página 1224, del 

Tomo II, correspondiente al mes de marzo de 2021, de la 

Décima Época, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, de rubro y texto siguientes:

“DERECHO HUMANO A LA SALUD. EL ESTADO 
TIENE LA OBLIGACIÓN DE ADOPTAR TODAS LAS 
MEDIDAS NECESARIAS HASTA EL MÁXIMO DE LOS 
RECURSOS DE QUE DISPONGA PARA LOGRAR 
PROGRESIVAMENTE SU PLENA EFECTIVIDAD. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo 
indirecto en contra de la omisión de un Hospital Regional 
del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de 
entregarle oportunamente el medicamento que requiere 
para el control de la enfermedad que padece el cual, por 
su parte, se limitó a justificar esa falta de entrega por la 
inexistencia física del medicamento.

 Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que en aras de 
garantizar el derecho humano a la salud, el Estado debe 

JA
C

K
E

L
IN

E
 H

U
E

R
T

A
 C

A
ST

A
Ñ

E
D

A
706a6620636a6633000000000000000000016c70
07/05/29 15:23:07

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



51

adoptar las medidas necesarias, hasta el máximo de los 
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, 
por todos los medios apropiados, su plena efectividad. En 
esa tesitura, tiene la carga de la prueba de demostrar que 
realizó el esfuerzo para utilizar todos los recursos que 
están a su disposición para satisfacer, con carácter 
prioritario, sus obligaciones mínimas requeridas en 
materia de salud.

Justificación: Lo anterior, en virtud de la diferencia 
entre la "incapacidad" y la "renuencia" del Estado a 
cumplir con dicha garantía, en atención a que la 
"incapacidad" del Estado para garantizar el derecho 
humano a la salud parte de su obligación de adoptar las 
medidas necesarias, hasta el máximo de los recursos de 
que disponga, o bien, justificar que se ha hecho todo lo 
posible por utilizar todos los recursos de que dispone 
para garantizar ese derecho; mientras que la "renuencia" 
del Estado se presenta cuando no está dispuesto a 
utilizar el máximo de los recursos de que disponga para 
dar efectividad al derecho a la salud, violando entonces 
las obligaciones que ha contraído en virtud del artículo 12 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. De ahí que las violaciones del 
derecho a la salud pueden producirse por no adoptar las 
medidas necesarias que emanan de las obligaciones 
legales, como no contar con políticas o legislación que 
favorezca el nivel más alto de salud posible, o no hacer 
cumplir las leyes existentes en la materia.”

Así, ante lo fundado del concepto de violación en 

estudio, resulta innecesario realizar pronunciamiento alguno 

respecto a los diversos motivos de inconformidad planteados.

En consecuencia, al resultar sustancialmente fundados 

los conceptos de violación, lo que procede es conceder el 

amparo y protección de la Justicia de la Unión solicitados, 

respecto de los artículos tildados de inconstitucionales, toda 

vez que, no garantizan el máximo nivel de salud posible de la 

persona beneficiaria, para los efectos siguientes:

a) No aplique a la persona quejosa el artículo 
172, apartado A) fracción II, del Reglamento General 
de Prestaciones, Derechos y Obligaciones de 
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Afiliados y Pensionados de la Dirección de Pensiones 
del Estado; y,

b) Deje sin efectos el oficio DJ/****/2026, de 
veinticuatro de julio de dos mil veintiséis; y, emita 
uno nuevo en el que prescinda de aplicar el 
mencionado artículo y, reincorpore al servicio médico 
y, otorgue atención médica a la persona quejosa en 
su carácter de beneficiaria.

c) Cabe precisar que si la persona quejosa 
llegara a necesitar servicios médicos de manera 
urgente fuera de la zona metropolitana de 
Guadalajara, el Instituto de Pensiones del Estado de 
Jalisco, deberá de subrogar dicho servicio con 
personas físicas y jurídicas del sector privado o 
instituciones de seguridad social; pudiendo celebrar 
convenios con instituciones del sector público 
cuando las coberturas institucionales o el nivel y tipo 
de servicios lo justifiquen.

▪ Captura de sentencia.

Por último, de conformidad con los Acuerdos Generales 

29/2007 y 84/2008 del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, que establecen el uso obligatorio del módulo de 

captura del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes 

(SISE), relativo a las sentencias dictadas en los Tribunales de 

Circuito y Juzgados de Distrito; y las atribuciones de los 

Órganos Jurisdiccionales en materia de transparencia, así 

como con los procedimientos de acceso a la información 

pública y protección de datos personales, captúrese el día de 

su publicación la presente sentencia, con la correspondiente 

sustitución de datos personales para la generación automática 

de la versión pública, a través del sistema establecido para tal 
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efecto, y agréguese al expediente el acuse de recibo 

electrónico que justifique su registro.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los 

artículos 1º, fracción I, 73, 74, 76, 77, fracción I, y demás 

relativos de la Ley de Amparo, se resuelve: 

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a **** 

******** ****** ******** contra actos del Directivo Jurídico; 
y, Director de Servicios Médicos, ambos del Instituto de 
Pensiones del Estado de Jalisco, precisados en el 

considerando segundo, en términos y para los efectos que se 

precisaron en el último considerando de este fallo.

Notifíquese.

Lo resolvió y firma Carlos Calderón Espíndola, juez 

Quinto de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de 

Jalisco, asistido de Jackeline Huerta Castañeda, secretaria 

que autoriza y da fe.

La secretaria del juzgado Quinto de Distrito en Materia Administrativa en 
el Estado de Jalisco, certifico: Que la presente actuación se encuentra 
incorporada al expediente electrónico respectivo, en términos del artículo 3°, 
penúltimo párrafo de la Ley de Amparo. Doy fe. 

Jackeline Huerta Castañeda

siete de octubre de dos mil veintiséis
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aEl siete de octubre de dos mil veintiseis, la licenciada Jackeline Huerta

Castañeda, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Quinto de Distrito en
Materia Administrativa en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan,
hago constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


